
 
  

1 
 

2023 

REPÚBLICA DE CHILE 

TRIBUNAL CONSTITUCIONAL  

____________ 

Sentencia 

Rol 13.943-2023 

 
[27 de septiembre de 2023] 

____________ 

 

 

REQUERIMIENTO DE INAPLICABILIDAD POR 

INCONSTITUCIONALIDAD RESPECTO DEL ARTÍCULO 472 DEL 

CÓDIGO DEL TRABAJO  

 

GERARDO ANDRÉS CARVALLO CASTILLO  

EN EL PROCESO RIT C-4035-2022, RUC 20-4-0298569-1, SEGUIDO ANTE EL 

JUZGADO DE COBRANZA LABORAL Y PREVISIONAL DE SANTIAGO, 

EN ACTUAL CONOCIMIENTO DE LA CORTE DE APELACIONES DE 

SANTIAGO, POR RECURSO DE HECHO, BAJO EL ROL N° 3985-2022 

(LABORAL COBRANZA) 

 

VISTOS: 

Que, Gerardo Andrés Carvallo Castillo acciona de inaplicabilidad respecto del 

artículo 472 del Código del Trabajo, en el proceso RIT C-4035-2022, RUC 20-4- 

0298569-1, seguido ante el Juzgado de Cobranza Laboral y Previsional de Santiago, en 

actual conocimiento de la Corte de Apelaciones de Santiago, por recurso de hecho, 

bajo el Rol N° 3985-2022 (Laboral Cobranza). 

 

Precepto legal cuya aplicación se impugna 

El texto de los preceptos impugnados dispone: 

 

“Código del Trabajo, 
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(…) 

“Artículo 472. Las resoluciones que se dicten en los procedimientos regulados por este 

Párrafo serán inapelables, salvo lo dispuesto en el artículo 470.”. 

(…) 

 

Síntesis de la gestión pendiente y del conflicto constitucional sometido al 

conocimiento y resolución del Tribunal 

El requirente indica que se sigue juicio de cobranza laboral en el que fue 

notificado de resolución judicial de fecha 3 de octubre de 2022, en la que el tribunal 

sustanciador ordenó su notificación, conjuntamente a la liquidación del crédito, 

ascendente a $57.758.672, requiriéndole de pago al respecto.  

Ello en relación con condena pronunciada con fecha 8 de octubre de 2021, en 

contra de Gino Paolo Beneventi Alfaro ex Notario Público Interino de la 45ª Notaría 

de Santiago.  

Refiere que tal resolución tuvo lugar, pese a que no fue parte en el juicio laboral 

en el que se dictó la sentencia laboral. Y así, en desconocimiento de la identidad legal 

de personas se sigue en su contra el cumplimiento forzado de una obligación, 

haciéndole responsable de una deuda que no le empece, en una sentencia dictada 

contra una tercera persona. 

En el contexto de lo expuesto, promovió una incidencia de nulidad procesal en 

contra de tal resolución por adolecer de vicios de nulidad. Aquella fue desestimada 

en resolución de fecha 2 de diciembre de 2022, en razón de lo dispuesto en los artículos 

1°, inciso final, y 4°, inciso final, ambos del Código del Trabajo.  

En contra de dicha resolución dedujo recurso de reposición, con apelación 

subsidiaria, siendo rechazado el primero y declarado inadmisible el segundo, 

mediante resolución de 16 de diciembre de 2022, debido a la disposición cuestionada 

en autos. 

Con fecha 22 de diciembre de 2022 interpuso recurso de hecho ante la Corte de 

Apelaciones de Santiago en contra de la resolución que declaró no haber lugar al 

recurso de apelación subsidiario interpuesto. 

Seguidamente, se arguye la existencia de las siguientes contravenciones 

constitucionales: 

El derecho al recurso y a la posibilidad de acceder a un tribunal superior que 

revise las resoluciones pronunciadas por los tribunales inferiores, corresponde no solo 

a un derecho consagrado genéricamente en el texto constitucional en relación con la 

garantía constitucional del debido proceso (artículo 19 Nº, 3, inciso sexto, de la 

Constitución); sino que asegurado también por tratados internacionales ratificados 

por Chile y que se encuentran vigentes, que forman parte de nuestro ordenamiento 
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constitucional en virtud de lo dispuesto en los incisos primero y segundo del artículo 

5º de la Constitución, en relación con la Convención Americana de Derechos 

Humanos y el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos.   

El derecho a impugnar resoluciones judiciales es una regla fundamental y 

básica en nuestro ordenamiento jurídico, limitándose los procedimientos de única 

instancia o no susceptibles de revisión por un tribunal superior a casos excepcionales. 

El artículo 472 del Código del Trabajo que prohíbe la interposición del recurso de 

apelación, limita de manera violenta el racional y justo procedimiento, haciendo 

irracional e injusta la tramitación de los autos.  

 

Tramitación 

El requerimiento fue acogido a trámite por la Segunda Sala, con fecha 17 de 

enero de 2023, a fojas 22, disponiéndose la suspensión del procedimiento.  

En resolución de fecha 14 de marzo de 2023, a fojas 178, se declaró admisible.  

Conferidos los traslados de fondo a los órganos constitucionales interesados y 

a las demás partes en la gestión invocada, fueron formuladas observaciones a fojas 

189 por Nancy Estrada Hernández.  

 

Observaciones de Nancy Estrada Hernández  

Precisa, como observaciones preliminares que la demanda por ella presentada 

por despido indirecto justificado, nulidad del despido y cobro de prestaciones 

laborales adeudadas, se dirigió en contra del demandado don Rene Benavente Cash, 

don Gino Beneventi Alfaro y en contra de todo el que resulte continuador legal de 

Notario Público Titular de la 45° Notaría de Santiago. Así da cuenta con claridad la 

sentencia de fecha 8 de octubre del año 2021, en el primer párrafo de la cláusula 

primera de la sentencia.  

Señala que se interpuso recurso de nulidad por don Gino Beneventi Alfaro en 

su calidad de Notario Interino de la 45° Notaria de Santiago, con fecha 21 de octubre 

del año 2021, declarándose abandonado con fecha 2 de septiembre de 2022.  

Seguidamente, Gerardo Andrés Carvallo Castillo, Notario titular de la 45° 

Notaria de Santiago, con toma de razón de su nombramiento con fecha 01 de marzo 

de 2022, interpuso incidente de nulidad procesal y en subsidio, interpuso excepción 

de no empecer la sentencia al tercero en contra de quien se pide el cumplimiento del 

fallo con fecha 19 de noviembre del año 2022, ante el Juzgado de Cobranza Laboral y 

Previsional de Santiago, en autos sobre cumplimiento laboral caratulado Estrada con 

Beneventi, Rol N° C-4035-2022.  
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El incidente fue rechazado por el Tribunal a quo y apelada con fecha 14 de 

diciembre de 2022 y finalmente, la Corte de Apelaciones de Santiago, lo declaró 

inadmisible con fecha 27 de diciembre del año 2022.  

Con fecha 1 de abril del año 2022, el deudor celebra contrato de transacción 

con la trabajadora doña Paz Tocornal Vergara, instrumento presentado ante el 

Segundo Juzgado de Letras del Trabajo de Santiago, en causa Rol O-6599-2020, 

caratulado “TOCORNAL/BENEVENTI” que demuestra que el deudor sabe y 

entiende que debe regirse en el cumplimiento de sus obligaciones laborales, según la 

continuidad laboral por el artículo 4 del Código del Trabajo. Así, por lo demás, da 

cuenta la demanda presentada por la trabajadora anteriormente señalada que 

interpone demanda en procedimiento ordinario, por despido indirecto y cobro de 

prestaciones, en contra de don Gino Paolo Beneventi Alfaro, Notario Público Interino 

de la 45° Notaria de Santiago. 

En este proceso el deudor Gerardo Andrés Carvallo Castillo, reconoce 

contribuir a terminar con un litigio que involucra a la notaría de la cual él es su titular, 

en el cumplimiento de la obligación en favor de la trabajadora.  

 

A fojas 291, el requirente evacúa traslado, reafirmando las alegaciones de 

contrariedad a la Constitución referidas en el libelo de fojas 1 y destacando que la 

sentencia definitiva, en su resolutivo, no le menciona específicamente.  

 

Vista de la causa y acuerdo 

En audiencia de Pleno del día 13 de junio de 2023, se verificó la vista de la 

causa, oyéndose la relación pública, alegatos por el requirente del abogado Sebastián 

Bahamonde López y por la requerida de la abogada Ximena Yáñez Valdés.  

Se adoptó acuerdo en igual fecha.  

 

CONSIDERANDO: 

I. SOBRE EL CONFLICTO CONSTITUCIONAL PLANTEADO 

PRIMERO. Que, los antecedentes y alegaciones que se reseñan en la parte 

expositiva de la sentencia conducen a resolver si la aplicación del precepto 

impugnado, a saber, el artículo 472 del Código de Trabajo que establece la 

inapelabilidad de las resoluciones dictadas en el procedimiento de ejecución de los 

títulos ejecutivos laborales regulado en el párrafo 4° del Capítulo II del Código del 

Ramo, produce los efectos inconstitucionales denunciados en el libelo, a saber, una 

vulneración al debido proceso en relación con el derecho al recurso, invocando a tal 

efecto una infracción al artículo 19 N° 3 inciso sexto de la Constitución. 

0001055
UNO MIL CINCUENTA Y CINCO



  
  

5 
 

II. SOBRE LO QUE NO SE PRONUNCIARÁ ESTA SENTENCIA. 

ALEGACIONES DE MÉRITO 

SEGUNDO. Que, una parte importante del requerimiento estructura los 

vicios de inconstitucionalidad sobre la premisa y alegación de que se ha dictado una 

resolución errónea en contra del requirente, al ordenarse la ejecución respecto de una 

sentencia ejecutiva que, a su juicio, no le empece ni le es oponible. 

TERCERO. Que, no resulta pertinente modificar los pronunciamientos 

previos de esta Magistratura que desestiman la inaplicabilidad respecto del precepto 

impugnado (STC 12.165 y 12.127) en base a la corrección o incorrección de una 

resolución judicial sustentada en alegaciones de hecho y de mérito que no 

corresponden ser revisadas en sede de inaplicabilidad, correspondiendo a un tema 

propio de la gestión pendiente que debe ser resuelto por los jueces del fondo.  

El requerimiento de inaplicabilidad no es un recurso procesal sino una acción 

constitucional que busca que esta Magistratura efectúe un control de normas legales 

utilizando como baremo el texto constitucional. Se trata de una acción que no es 

idónea para cuestionar resoluciones de los Tribunales dictadas en el ejercicio de 

atribuciones que le son privativas. 

CUARTO. Que, si el vicio invocado se sustenta principalmente en las 

consecuencias de una resolución que se estima errónea, resultaría ser que el efecto 

inconstitucional invocado no está relacionado con la aplicación o no del precepto 

censurado, sino con la supuesta incorrección de una resolución judicial. El problema 

no radicaría en el diseño del sistema recursivo, sino en una sentencia de ejecución 

dictada en contra de quien, supuestamente, no sería parte del juicio o no se encontraría 

obligada a responder de la obligación que emana de un título ejecutivo. Al respecto, 

esta Magistratura ha precisado que “para que la aplicación del precepto legal sea contraria 

a la Constitución, es menester que ella sea el antecedente directo del efecto o consecuencia 

inconstitucional. Es decir, que la mera regulación de la situación jurídica concreta provoque el 

efecto” (STC 1038 c. 20°) y, en tal sentido, no es plausible la declaración de 

inaplicabilidad si el efecto inconstitucional se deriva de otros hechos, como podría 

serlo, la dictación de una resolución judicial que se estima errónea, cuya corrección a 

esta Magistratura no le corresponde evaluar. 

QUINTO. Que, no es procedente asumir que por el hecho de que el legislador 

no contemple un recurso procesal de alzada, el juez de instancia ha errado -o tiene 

más posibilidad de hacerlo- en la resolución objeto del recurso. El recurso jerárquico 

no es la única forma de prevenir y corregir los errores de las resoluciones judiciales 

intermedias, pues ello también puede lograrse a través de otros medios, como los 

recursos de retractación. En los procesos reformados, la lógica parece orientarse hacia 

el control horizontal y no el vertical o jerárquico. En efecto, del control jerárquico no 

se deriva necesariamente corrección, y así ha sido entendido por el legislador cuando 

ha instaurado procedimientos que se rigen por los principios de la inmediación, 

oralidad y concentración, limitando la revisión del Tribunal de Alzada a la sentencia 
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definitiva y a los actos terminales, e instaurando el control horizontal de las 

resoluciones de instrucción, y limitando los recursos en procesos de ejecución. 

SEXTO. Que, la falta de relación necesaria entre el error judicial y el control 

jerárquico queda en evidencia en la propia preceptiva que nos regula como 

Magistratura. En efecto, el artículo 41 de nuestra Ley Orgánica Constitucional 

establece que “Contra las resoluciones del Tribunal no procederá recurso alguno” (en el 

mismo sentido, artículos 55, 66, 84, 97 y 106), sin que de tal restricción se derive una 

autorización para contravenir el deber de fallar fundadamente conforme a derecho y 

al mérito del proceso. 

SÉPTIMO. Que, habiendo delimitado el conflicto constitucional que debemos 

resolver, corresponde pronunciarse sobre el fondo de las alegaciones de 

constitucionalidad, y no de mérito, para lo cual es necesario reflexionar acerca del 

debido proceso ejecutivo laboral y su relación con el “derecho al recurso”. 

III. SOBRE EL DEBIDO PROCESO EJECUTIVO LABORAL 

OCTAVO. Que, en diversas sentencias de esta Magistratura se ha razonado 

desde la noción más general de debido proceso hasta cuáles serían las especificidades 

en relación con las diversas disciplinas del Derecho. Siguiendo el mismo curso de 

análisis, se puede plantear como razonamiento preliminar y sin posicionarse respecto 

de una diferencia específica de la sede procesal laboral, que el legislador puede 

establecer diferencias siempre que resulten razonables. En este sentido, “el Tribunal 

Constitucional ha señalado antes que ‘La igualdad ante la ley o en el ejercicio de los derechos 

no puede consistir en que las partes que confrontan pretensiones en un juicio tengan idénticos 

derechos procesales. Del momento en que uno es demandante y el otro demandado, tendrían 

actuaciones distintas; el uno ejercerá acciones y el otro opondrá defensas y excepciones. Cada 

una de esas actuaciones procesales estará regida por reglas propias, que no pueden ser idénticas, 

pues las actuaciones reguladas no lo son. Se podrá examinar si las reglas propias de las 

demandas y de las excepciones permiten trabar una contienda regida por principios de 

racionalidad y justicia; podrá examinarse si las reglas que, en principio debieran ser comunes 

para ambas partes, como la facultad de probar o de impugnar un fallo, establecen diferencias 

que puedan ser calificadas de arbitrarias; pero no puede pretenderse que actuaciones diversas, 

como lo son una demanda ejecutiva y la interposición de excepciones para oponer a dicha 

demanda, queden sujetas a un mismo estatuto’” (STC rol 977 c. 8°). 

NOVENO. Que, desde que surge el Derecho procesal laboral, este tuvo ciertas 

características que reflejaban el mismo principio protector del Derecho del trabajo 

sustantivo. Esto se manifestaba en respuestas jurídicas específicas, pues se partía de 

la premisa opuesta del Derecho procesal civil, a saber, la igualdad de las partes en 

conflicto. Se trata distinto a lo distinto. Las partes de una relación laboral tienen una 

asimetría de poder social y económico. El espacio de la relación laboral es de 

propiedad del empleador y las obligaciones que este tiene con la parte trabajadora son 

de carácter alimentario, lo que implica un peligro en la demora. Es así como 

encontramos que las notas de desformalización, inmediación y celeridad han sido 
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características del proceso laboral desde que se comenzaron a crear judicaturas 

especiales en los primeros años del siglo XX (Montero Aroca, Juan, Los tribunales del 

trabajo 1908-1938. Jurisdicciones especiales y movimiento obrero, Universidad de Valencia. 

Secretaría de publicaciones, Valencia, España, 1976, p. 44). 

DÉCIMO. Que, esto es aún más notorio en la fase de ejecución laboral, que 

supone la existencia de un título ejecutivo en el que consta una suma líquida y 

determinada de dinero que tiene carácter alimentario, al tratarse de cotizaciones de 

seguridad social, como en el presente caso. Para lograr el cobro de esta obligación 

─determinable y previsible en su forma de operar─ el diseño del procedimiento 

ejecutivo también responderá a la necesidad de un procedimiento simple, rápido y 

eficaz. Es por ello que rigen los principios de celeridad y concentración, y que el 

impulso procesal es de cargo del Tribunal, de acuerdo a los artículos 425 y 463 del 

Código del Trabajo. Por estas mismas razones el legislador lo delineó con restricciones 

al debate, por ejemplo, que sólo se puedan oponer las excepciones del artículo 470 del 

Código del Trabajo, la improcedencia de la institución del abandono del 

procedimiento y la exclusión del recurso de apelación, según el artículo 472 del mismo 

cuerpo normativo. Ese es el debido proceso en ejecución. Ello tiene incidencia en 

distintas cuestiones en el proceso laboral: los actos procesales deberán realizarse con 

la celeridad necesaria, procurando concentrar en un solo acto aquellas diligencias en 

que esto sea posible (428 del Código del Trabajo), el Tribunal está facultado para 

adoptar las medidas necesarias para impedir las actuaciones dilatorias (430 del 

Código del Trabajo) y, una vez reclamada su intervención en forma legal, actuará de 

oficio y decretará las pruebas que estime necesarias (429 del Código del Trabajo), etc. 

Como se ve, el legislador laboral se ha preocupado por desarrollar una normativa 

orientada al alcance de procesos expeditos, que permitan y promuevan la seguridad 

jurídica. 

Esto significa que existen argumentos que, además de a estas alturas ser 

históricos, son fundados para que el legislador laboral reduzca la apelación, no solo 

en los procesos de lato conocimiento, sino, con mayor razón, en la fase ejecutiva 

laboral, como ocurre en este caso. 

UNDÉCIMO. Que, en lo específico de los procedimientos ejecutivos, se ha 

sostenido que “en primer lugar, cabe constatar que un procedimiento de ejecución no está 

exento del cumplimiento de las reglas del debido proceso a su respecto. Es natural que las 

garantías de racionalidad sean menos densas, se reduzcan plazos, pruebas, se incrementen las 

presunciones, etcétera. Todo lo anterior incluso es exigido desde la perspectiva de los derechos 

fundamentales. Es así como el legislador puede desarrollar procedimientos en el marco del 

derecho a un proceso sin dilaciones indebidas (artículo 14.3, literal c) del Pacto Internacional 

de Derechos Civiles y Políticos) y que tengan a la vista la naturaleza de los intereses en juego. 

En tal sentido, el ejercicio de reglas de garantía lo podemos situar dentro de los procedimientos 

de menor entidad. En segundo lugar, los procedimientos ejecutivos se pueden dar en un 

contexto de única instancia y sin necesidad de propiciar impugnaciones latas. Justamente, el 
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sentido de este tipo de procedimientos es alejarse de modalidades de amplia discusión e 

impugnación. Sin embargo, aun en las circunstancias plenamente ejecutivas, la intervención 

de la justicia, mediante un ‘recurso sencillo y rápido’ (artículo 25.1 de la Convención 

Americana sobre Derechos Humanos), debe contener un sentido finalista y constitucional en 

relación al procedimiento. Es así como la Corte Internacional, juzgando la efectividad de los 

recursos, ha sostenido que ‘la Corte ha establecido que para que tal recurso efectivo exista, no 

contraproducente y previsiblemente contrario a las exigencias que la Constitución ordena en 

términos de racionalidad y justicia, sobre todo, cuando la propia Constitución reconoce la 

pluralidad de procedimientos diversos’ (artículo 63, numeral 3° de la Constitución)” (STC rol 

13029, c 13°, siguiendo el razonamiento del voto disidente en STC rol 12.337 c. 7°). 

DUODÉCIMO. Que, a partir de la Ley N°20.087 se sustituyó el procedimiento 

laboral contemplado en el Libro V del Código del Trabajo, según se expresa en el 

Mensaje con que se inició el proyecto de la ley citada, a través del cual se manifestaba 

el “acceso a la justicia del trabajo, no sólo en cuanto a la cobertura de los tribunales sino que 

también en lo relativo a la forma en que se desarrollan los actos procesales que conforman el 

procedimiento laboral”, para así “materializar en el ámbito laboral el derecho a la tutela 

judicial efectiva, que supone no sólo el acceso a la jurisdicción sino también que la justicia 

proporcionada sea eficaz y oportuna” e igualmente, se propuso concretar “en el ámbito 

jurisdiccional las particularidades propias del Derecho del Trabajo, en especial su carácter 

protector y compensador de las posiciones disímiles de los contratantes. De ahí, la necesidad de 

contar con un sistema procesal diferenciado claramente del sistema procesal civil, cuyos 

objetivos son no sólo diversos sino en muchas ocasiones antagónicos”. En relación con el 

objetivo de asegurar el efectivo y oportuno cobro de los créditos laborales, el proyecto se planteó 

“optimizar y agilizar los procedimientos de cobro de las obligaciones laborales… y sin perjuicio 

de la aplicación supletoria que en las mismas materias se reconoce al Código de Procedimiento 

Civil, se establecen […] plazos brevísimos, se eliminan trámites propios del ordenamiento 

común, se evitan incidencias innecesarias” (STC 13029, siguiendo lo razonado en el voto 

disidente en STC 3005 c. 8°). 

DECIMOTERCERO. Que, este Tribunal también ha sostenido que “el Código 

del Trabajo regula, entre sus artículos 462 y 473, los procedimientos ejecutivos laborales, los 

que, no obstante estar insertos en una reforma ‘cuyos procedimientos son eminentemente 

orales, mantienen su carácter de procedimientos escritos, lo cual se compadece con la finalidad 

de estos juicios, es decir, fundamentalmente, con el cobro de un crédito, a partir de un título 

ejecutivo.’ (Díaz Méndez, Marcela. Manual de procedimiento del trabajo, segunda edición, Ed. 

Librotecnia, Santiago, 2018, p. 215). En razón de ello, el juicio ejecutivo laboral y, en 

particular, el de cumplimiento de sentencias, se caracteriza por ser un procedimiento que es de 

tramitación escrita; en que el tribunal procederá de oficio, ordenando la realización de todas las 

diligencias y actuaciones necesarias para la prosecución del juicio; no procede el abandono de 

procedimiento; su tramitación se sujeta a las normas del Párrafo IV del Título I, del Capítulo 

II, del Libro V, del Código del Trabajo, y a falta de disposición expresa en este texto o en leyes 

especiales, se aplicarán supletoriamente las normas del Título XIX del Libro Primero del 

Código de Procedimiento Civil, siempre que dicha aplicación no vulnere los principios que 
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informan el procedimiento laboral, en la tramitación del juicio ejecutivo de cumplimiento de 

sentencias.(Op cit. Díaz Méndez, Marcela, p. 216). Que, según lo determina el artículo 464, 

N°1, del Código Laboral, la sentencia laboral ejecutoriada reviste la calidad jurídica de título 

ejecutivo, y su cumplimiento se tramita bajo las normas señaladas, iniciándose al tenor de lo 

prescrito en el artículo 462 del Código del Trabajo. […] De este modo, se logra el objetivo 

primordial de un efectivo y oportuno cobro de los créditos laborales, como también evitar 

incidencias innecesarias y que limitan las excepciones, sin vulnerar las garantías del ejecutado, 

pero que otorgan efectividad a los derechos de los trabajadores y el acceso a la justicia, tal como 

se señaló en su oportunidad en los autos rol N°6045-2014, al expresar que: ‘…el espíritu del 

legislador en la reforma laboral se encuentra plasmado en los principios formativos del proceso, 

esto es, oralidad, publicidad y concentración’, agregando el máximo tribunal, que ‘…hay acción 

ejecutiva cuando está reconocida, con cantidad precisa, la deuda laboral en acta firmada ante 

Inspector del Trabajo’. (SCS Rol N°95-00)” (STC 13029 c. 16°, siguiendo lo razonado en 

voto disidente de STC 12.337 c. 8° y 9°). 

IV. SOBRE EL DEBIDO PROCESO Y DERECHO AL RECURSO 

DECIMOCUARTO. Que, analizada la perspectiva a través de la cual debe 

examinarse el proceso ejecutivo laboral en relación con las garantías del racional y 

justo procedimiento, corresponde referirse al contenido y alcance de esta garantía 

constitucional en relación con el derecho al recurso. Esto, por cuanto, el precepto legal 

impugnado establece la improcedencia del recurso de apelación en contra de las 

resoluciones dictadas en el procedimiento ejecutivo laboral. 

DECIMOQUINTO. Que, el artículo 19 N° 3, inciso sexto, de la Carta 

Fundamental señala que “Toda sentencia de un órgano que ejerza jurisdicción debe fundarse 

en un proceso previo legalmente tramitado. Corresponderá al legislador establecer siempre las 

garantías de un procedimiento y una investigación racionales y justos”. Esta Magistratura 

ya ha tenido la oportunidad de explicar que esta disposición constitucional fue el 

resultado de una opción deliberada del Constituyente de abstenerse de enunciar las 

garantías del procedimiento racional y justo, dejando abierta la posibilidad de que el 

legislador las pueda precisar caso a caso atendiendo a las características, necesidades 

y naturaleza de cada procedimiento (STC 576, c. 40° y 41°). Sin perjuicio de esto, esta 

Magistratura también ha señalado que “el derecho al recurso, esto es, la facultad de solicitar 

a un tribunal superior que revise lo hecho por el inferior, forma parte integrante del derecho al 

debido proceso” (STC 1443, c. 11°). De este modo, se ha dicho que “el derecho a un proceso 

previo, legalmente tramitado, racional y justo, que la Constitución asegura a todas las 

personas, debe contemplar las siguientes garantías: la publicidad de los actos jurisdiccionales, 

el derecho a la acción, el oportuno conocimiento de ella por la parte contraria, el emplazamiento, 

adecuada defensa y asesoría con abogados, la producción libre de pruebas conforme a la ley, el 

examen y objeción de la evidencia rendida, la bilateralidad de la audiencia, la facultad de 

interponer recursos para revisar las sentencias dictadas por tribunales inferiores” (ibid., c. 

11°) (En el mismo sentido, STC 2323 c. 23°, STC 2452 c. 13°, STC 2743 c. 26°, STC 2791 
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c. 26°, STC 3309 c. 17°, STC 3119 c. 19°, STC 3338 c. 7°, STC 6411 c. 11°, STC 5878 c. 

18°). 

DECIMOSEXTO. Que, en este sentido, el sistema recursivo es un aspecto en 

donde el legislador tiene un amplio margen para su configuración siempre que, en 

materia penal, respecto del imputado, contemple la existencia de un “recurso ordinario, 

accesible y eficaz, que permita un examen o revisión integral del fallo recurrido, esté al alcance 

de toda persona condenada y respete las garantías procesales mínimas” (Corte 

Interamericana de Derechos Humanos. Caso Norín Catrimán y otros vs. Chile, 

sentencia de 29 de mayo de 2014, fondo, reparaciones y costas, párr. 270°). De esta 

forma, el derecho al recurso no es absoluto y, en consecuencia, puede ser limitado y 

regulado por el legislador en atención a los derechos e intereses en juego, siempre y 

cuando se respeten las demás garantías del debido proceso. De este modo, este 

Tribunal ha sostenido que el legislador también tiene libertad para determinar el 

régimen recursivo que mejor se avenga a las características y naturaleza de cada 

procedimiento (entre otras, STC 576, STC 519 y STC 821). 

DECIMOSÉPTIMO. Que, la corrección de errores de las resoluciones 

judiciales y el reparo del agravio no son los únicos valores que deben ser 

salvaguardados por el legislador al momento de establecer las garantías del racional 

y justo procedimiento. Tan importante como ellos, es la solución definitiva y 

permanente del conflicto, lo que sólo puede ocurrir con la preclusión de los 

mecanismos de impugnación. Para que ello sea posible, hay que aceptar que el 

legislador no está obligado a establecer un recurso en específico para todas y cada una 

de las resoluciones judiciales y, en esa misma línea, se debe aceptar que tiene libertad 

para determinar qué causales justifican su interposición, de la misma forma que puede 

establecer plazos, requisitos, tramitación, etc., que estime se avengan con la naturaleza 

del procedimiento. En efecto, al momento de diseñar un sistema de recursos y de 

mecanismos de impugnación de las resoluciones judiciales, el legislador resuelve la 

tensión existente entre la búsqueda de la justicia o corrección y la necesidad de certeza 

que se deriva de la clausura del debate. Como ha sostenido la doctrina, “Aunque el 

legislador procesal está interesado en que la decisión sea una ‘decisión correcta’ o ‘conforme a 

derecho’, no le es posible, por una parte, asegurar que lo vaya a ser en todos los casos y, por 

otra, no puede mantener sin solución la controversia indefinidamente permitiendo la 

interposición de recursos sin restricciones, o manteniendo perpetuamente en suspenso la 

decisión. No puede asegurar que sea la decisión correcta ni aún contemplando diversos 

mecanismos de impugnación, toda vez que en la decisión que se pronuncie sobre estos últimos 

también está presente el riesgo de error judicial. No puede mantener abiertos los conflictos 

eternamente, pues ello haría perder sentido a la jurisdicción, llamada precisamente a darles 

solución y, por esa vía, sostienen algunos, contribuir a la convivencia pacífica, a la 

estabilización de las relaciones jurídicas y a la seguridad jurídica, todos ellos valores apreciados 

por los sistemas jurídicos y sociales” (Flavia Carbonell, 2021, “El lugar del error en el 

diseño de los procesos judiciales” en Fundamentos Filosóficos del Derecho Procesal, 

Valencia, Tirant lo Blanch, p. 302). De la misma manera ha razonado esta Magistratura 
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cuando ha advertido que las necesidades de certeza y seguridad jurídica son 

inherentes a la resolución de conflictos por medio del proceso, lo que implica que en 

algún momento el mismo debe concluir, hecho en lo que se basa la preclusión de la 

impugnabilidad de las sentencias, lo que se ve reforzado por el artículo 76 de la Carta 

Fundamental que prohíbe “hacer revivir procesos fenecidos”, con lo cual resulta obvio 

concluir que la Constitución ha estructurado el ejercicio de la jurisdicción 

reconociendo la fundamental premisa de la necesidad del fin del proceso como forma 

de solución real y definitiva de los conflictos (STC 821 c. 23°). 

DECIMOCTAVO. Que, de lo dicho hasta aquí, se puede concluir que el 

derecho a la impugnación de las sentencias -el derecho al recurso-, que integra la 

garantía del debido proceso, no implica un derecho a un recurso en concreto, de modo 

tal que, establecida la posibilidad de revisión, el legislador es libre para determinar el 

modo y los procedimientos para lograrla. De esta forma, la decisión de sustituir o 

modificar el sistema de acciones y recursos respecto de las decisiones judiciales 

constituye una problemática que -en principio- debe ser decidida por el legislador 

dentro del marco de la deliberación democrática, no siendo resorte de esta 

Magistratura alterar o crear recursos nuevos a través del requerimiento de 

inaplicabilidad, que, por lo demás, tiene efectos supresivos. 

DECIMONOVENO. Que, ni la Constitución ni los Tratados Internacionales 

sobre Derechos Humanos consagran el derecho al recurso de apelación o a la doble 

instancia, no estableciendo preferencias respecto de algún recurso procesal en 

específico como mecanismos para impugnar resoluciones judiciales. El mecanismo de 

revisión de resoluciones judiciales corresponde al legislador quien cuenta con un 

margen de libertad de actuación en esta materia, debiendo intervenir la justicia 

constitucional sólo cuando no establezcan las garantías de un procedimiento racional 

y justo. Como lo ha precisado esta Magistratura “aunque nuestra Constitución exige un 

debido proceso que consagre la revisión de las sentencias, ello no significa que consagre el 

derecho a la doble instancia. En otras palabras, el derecho al recurso no es equivalente al recurso 

de apelación” (STC 1432) “Lo anterior, atendido que el fin que la ley busca satisfacer a través 

de cada procedimiento varía según el objeto que hace necesaria su existencia, por lo que la 

determinación de los actos procesales que deberán componerlo y, específicamente, las 

características del medio de impugnación, en orden a lograr por el órgano jurisdiccional un 

adecuado conocimiento del conflicto jurídico, dependerán de esta circunstancia” (STC 1448 c. 

41°). 

VIGÉSIMO. Que, aún si se reconociera que existe un derecho a la doble 

instancia, de ello no se sigue ni se deriva necesaria y correlativamente la apelabilidad 

de todas y cada una de las resoluciones que se dicten en el transcurso del 

procedimiento. Tal modelo sería impracticable y pugnaría con la racionalidad y 

justicia exigida por el inciso sexto del artículo 19 N° 3 de la Constitución. 

En efecto, para aceptar que la apelabilidad de todas las resoluciones del juicio 

se impone constitucionalmente -cuestión que descartamos-, habría que aceptar 
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también que derecho al recurso es sinónimo de derecho a un recurso específico -como 

la apelación-; que el derecho al recurso implica necesariamente la revisión de un 

superior jerárquico; y que el derecho al recurso implica la revisión de todas y cada una 

de las resoluciones del procedimiento. Tales circunstancias -además de no ser 

desarrolladas con densidad en el requerimiento- no se desprenden necesariamente de 

la garantía consagrada del inciso sexto del artículo 19 N° 3 de la Constitución, ni 

tampoco de las garantías procesales incorporadas por la suscripción de tratados 

internacionales de derechos humanos, que sólo se refieren al derecho del imputado a 

recurrir de la sentencia condenatoria ante tribunal superior. 

VIGÉSIMO PRIMERO. Que ha de recordarse que la función de esta 

Magistratura, al conocer de la inaplicabilidad por inconstitucionalidad, es determinar 

si en el caso concreto el precepto legal produce efectos inconstitucionales, cuestión que 

el requirente no ha logrado acreditar. En el libelo se asimilan “las garantías de un 

procedimiento y una investigación racionales y justos” al derecho al recurso, para luego 

igualar este derecho a la procedencia de la apelación, lo que carece de lógica, 

precisamente por lo razonado en los considerandos previos de esta sentencia. Así, el 

requirente sostiene que, por la particular urgencia del caso, sería imperativo que la 

alegación fuera conocida por un tribunal superior. Sin embargo, no concierne al 

Tribunal Constitucional determinar qué sistema de revisión de las decisiones 

judiciales sería el más idóneo, como parece esperar el requirente. Al respecto, esta 

Magistratura ha declarado que “el debido proceso alcanza todas las formas procedimentales 

existentes o que se crean, sin circunscribirse a priori a la existencia o no de determinado 

recurso. Es posible que constitucionalmente no sea exigible determinada forma de impugnación 

de las sentencias; la Constitución Política no prejuzga al respecto pues la configuración de los 

recursos procesales compete al legislador” (STC 1373, c. 17°). 

VIGÉSIMO SEGUNDO. Que, por los fundamentos expuestos, el 

requerimiento no puede ser acogido, y así se declarará. 

 

Y TENIENDO PRESENTE lo preceptuado en el artículo 93, incisos primero, 

N° 6°, y decimoprimero, y en las demás disposiciones citadas y pertinentes de la 

Constitución Política de la República y de la Ley N° 17.997, Orgánica Constitucional 

del Tribunal Constitucional,   

 

SE RESUELVE:  

I. QUE SE RECHAZA EL REQUERIMIENTO DEDUCIDO. OFÍCIESE. 

II. ÁLCESE LA SUSPENSIÓN DEL PROCEDIMIENTO DECRETADA 

EN AUTOS. OFÍCIESE.  
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III. QUE NO SE CONDENA EN COSTAS A LA PARTE REQUIRENTE 

POR ESTIMARSE QUE TUVO MOTIVO PLAUSIBLE PARA 

LITIGAR.  

 

DISIDENCIA 

Los Ministros señores CRISTIÁN LETELIER AGUILAR, JOSÉ IGNACIO VÁSQUEZ 

MÁRQUEZ y MIGUEL ÁNGEL FERNÁNDEZ GONZÁLEZ estuvieron por acoger el libelo de 

fojas 1. Ello por las consideraciones siguientes:  

1°. Que, la acción de inaplicabilidad por inconstitucionalidad deducida por 

don Gerardo Carvallo Castillo respecto del artículo 472 del Código del Trabajo, se 

fundamenta en que la norma objetada en el caso concreto le niega el derecho a recurrir 

ante el superior jerárquico del tribunal de ejecución, incluso respecto de un tercero 

que ha sido compulsivamente atraído al proceso en sede de cumplimiento forzado de 

una sentencia firme y que no fue parte en el juicio declarativo laboral en el que se 

dictó sentencia;  

2°. Que, este Tribunal ha conocido en oportunidades anteriores (STC Roles 

N°6411, 6962, 9005, 9127, 6416, 10648, 10715, 10727, 11071, 11680, entre otras) respecto 

de este precepto legal, argumentos que se tendrán presente en esta disidencia. El 

artículo 472 “importa -en los hechos- que independiente de la naturaleza de la 

resolución recurrida, la apelación deducida resulta improcedente” (STC Rol 

N°10.715, c.12). 

La precitada disposición se encuentra incorporada en el Párrafo 4º, del 

Capítulo II, del Libro IV del Código del Trabajo, que versa respecto del “Del 

cumplimiento de la sentencia y de la ejecución de los títulos ejecutivos laborales”. Es 

decir, se trata de una norma que está concebida para operar dentro de los procesos de 

ejecución laboral contenidos en aquel párrafo y, como su redacción lo indica, con 

pretensión de generalidad. Lo dispuesto por ella constituye, en el escenario de los 

procesos de ejecución, la regla general. Escapa a ella, únicamente, la hipótesis prevista 

en el artículo 470. Es decir, que la apelación resulta únicamente procedente – y en el 

sólo efecto devolutivo – respecto de la sentencia que se pronuncia respecto de la 

oposición presentada por el ejecutado. Pudiéndose afirmar, entonces, que la norma 

consagra - en carácter de regla general - la improcedencia de la apelación en los 

procesos de ejecución contemplados en el párrafo indicado; 

3°. Que, la médula del conflicto de constitucionalidad planteado en autos la 

constituye el planteamiento del requirente en orden a que la aplicación de la regla 

impugnada, que establece que las resoluciones que se dictan dentro del proceso de 

ejecución laboral son inapelables, determinación legislativa que aplicada a la gestión 

pendiente en la que es parte, afecta gravemente la garantía constitucional del debido 

proceso, garantía dentro de la cual se encuentra el derecho a recurrir. Por ende, 

corresponde a esta Magistratura determinar si la limitación que impone el precepto 
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legal objetado contraviene la Constitución, en relación con las garantías señaladas por 

el requirente;  

4°. Que, el recurso, como expresa la doctrina, es el medio técnico que ejerce 

una parte dentro del proceso en que se dictó una resolución, que no ha alcanzado el 

carácter de firme o ejecutoriada, para la impugnación y subsanación de los errores 

que ella eventualmente pueda adolecer, dirigido a provocar la revisión de la misma, 

ya sea por el mismo juez que la dictó o por otro de superior jerarquía. No debiendo 

perderse de vista que “La existencia de los recursos nace de la realidad de la 

falibilidad humana, que en el caso de la sentencia recae en la persona del juez, y en la 

pretensión de las partes de no aceptar la resolución que les cause un perjuicio por no 

haber acogido las peticiones formuladas en el proceso” (MATURANA MIQUEL, 

Cristián; MOSQUERA RUÍZ, Mario (2010). Los recursos procesales. Santiago: 

Editorial Jurídica de Chile, p. 21).  

Además, y no obstante pueda parecer una obviedad, no puede perderse de 

vista que todo recurso procesal pretende eliminar un agravio o perjuicio que una 

determinada resolución judicial produce para el afectado. De allí que se entienda que 

el agravio es una condición legitimante de un recurso procesal. Aquel, siguiendo a 

Couture, consiste en el “Perjuicio o gravamen, material o moral, que una resolución 

judicial causa a un litigante” (COUTURE, Eduardo (1988). Vocabulario Jurídico. 

Buenos Aires: Ediciones Depalma, p. 83);  

5°. Que, el artículo 19 N°3, inciso sexto constitucional, obliga al legislador 

establecer un procedimiento racional y justo, lo cual debe entenderse como la 

existencia de un debido proceso.  

Este mismo Tribunal, siguiendo el criterio sentado en la historia del 

establecimiento del artículo 19 N° 3° de la Constitución, ha afirmado que el derecho 

al recurso forma parte de la garantía del debido proceso legal consagrada en el inciso 

sexto de la norma aludida.  

En efecto, reconociendo que la Constitución no detalló, en su texto, los 

elementos precisos que componen la garantía del debido proceso legal, ha señalado 

que “el derecho a un proceso previo, legalmente tramitado, racional y justo que la 

CPR asegura a todas las personas, debe contemplar las siguientes garantías: la 

publicidad de los actos jurisdiccionales, el derecho a la acción, el oportuno 

conocimiento de ella por la parte contraria, el emplazamiento, adecuada defensa y 

asesoría con abogados, la producción libre de pruebas conforme a la ley, el examen y 

objeción de la evidencia rendida, la bilateralidad de la audiencia, la facultad de 

interponer recursos para revisar las sentencias dictadas por tribunales inferiores.” 

(Entre otras, STC roles N°s 478, c. 14°; 576, cc. 41° al 43°; 699, c. 9°; 1307, cc. 20° a 22°; 

1448, c. 20°; 1557, c. 25°; 1718, c. 7°; 1812, c. 46°; 1838, c. 11°; 1876, c. 20°; 1968, c. 42°; 

2111, c. 22°; 2133, c. 17°; 2354, c. 23°; 2381, c. 12° y 2657, c. 11°). (Énfasis agregado).  
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En múltiples ocasiones ha sostenido, en otros términos, que “El debido 

proceso contempla, entre sus elementos constitutivos el derecho al recurso, el cual 

consiste en la facultad de solicitar a un tribunal superior que revise lo resuelto por el 

inferior, y el racional y justo procedimiento necesariamente debe contemplar la 

revisión de las decisiones judiciales (STC Roles N°2743 C.26, 3119 C.19, 4572 C.13, 

entre otras);  

6°. Que, el derecho al recurso, como indiscutible elemento integrante del 

debido proceso, no es un derecho absoluto. Se ha sentenciado al efecto que “(…) esta 

Magistratura no ha sido llamada a examinar, mediante razonamientos de 

constitucionalidad en abstracto, si el sistema de impugnación que establece un 

precepto legal contraviene o no la Constitución, sino que, para analizar el reproche 

de constitucionalidad en el caso concreto, debe considerar siempre la naturaleza 

jurídica del proceso. En otras palabras, una discrepancia de criterio sobre la decisión 

adoptada por el legislador en materia de recursos o mecanismos impugnatorios no 

resulta eficaz y pertinente por sí misma para configurar la causal de inaplicabilidad, 

que en tal carácter establece el art. 93, Nº 6, CPR. (STC Rol N° 1.448, c. 43°; 1.838, c. 

19°) y 2.853, c. 21°)” (Rol N° 3.338, c. 7°);  

7°. Que, en el ámbito específico del medio de impugnación que el precepto 

impugnado excluye, se ha sostenido, en otras oportunidades “[q]ue, sin embargo, la 

protección del derecho al recurso no debe asimilarse a ultranza a la segunda instancia 

(…). De esta manera, la consagración de la revisión de las decisiones judiciales “no 

significa que se asegure perentoriamente el derecho al recurso y a la doble instancia, 

esto es, a la apelación, para cualquier clase de procedimiento, convocando al 

legislador a otorgarlo a todo sujeto que tenga alguna clase de interés en él”. 

De ello se siguen dos derivaciones. Por una parte, no siempre la exclusión del 

recurso de apelación importará una transgresión a la garantía constitucional del 

debido proceso. Y, a la inversa, no siempre la interdicción al recurso de apelación será 

compatible con la Constitución.  

En este sentido, cabe advertir que esta Magistratura ha revisado 

procedimientos que se resuelven en única instancia, determinando, por ejemplo, que 

aquello puede ajustarse a la Constitución, en tanto “(…) se contempla una etapa 

administrativa previa, en la cual las partes son escuchadas y aportan antecedentes, 

tras lo cual se abre la instancia jurisdiccional en tanto reclamo de dicha resolución, 

por lo cual no se vislumbra como vulnerado el derecho al racional y justo 

procedimiento (Rol N° 1.252, c. 7°); 

 8°. Que, clásico, en el sentido anterior, es el decir de Eduardo COUTURE, en 

cuanto a considerar que “Reiteradamente se ha sostenido que las apelaciones no son 

esenciales para la validez constitucional de un procedimiento; sobre este punto la 

conclusión es pacífica. Pero se ha sostenido, en cambio, que la apelación es esencial, 

si la primera instancia se ha desenvuelto en forma tal que priva al litigante de 
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garantías mínimas de la defensa” (COUTURE, Eduardo (1958). Fundamentos del 

Derecho Procesal Civil. Buenos Aires: Roque Depalma Editor, p. 158);  

9°. Que, la norma impide que al requirente se le conceda la apelación deducida 

respecto de una resolución que le causa gravamen o perjuicio, elemento indiscutible 

de todo recurso procesal, en tanto aquella puede conllevar la imposibilidad de 

revisión de un precepto que le impuso el pago de una indemnización incrementada; 

10°. Que, cabe considerar que el precepto impugnado fue incorporado, a 

nuestro ordenamiento, mediante la Ley N° 20.087, que “Sustituye el procedimiento 

laboral contemplado en el Libro V del Código del Trabajo”. 

Si se estudia la historia legislativa de la señalada Ley, se advierte que no existe 

una fundamentación específica respecto de la norma ahora reprochada, es decir, de 

aquella norma que hace improcedente, por regla generalísima, la apelación. No se 

esgrimieron fundamentos específicos respecto al establecimiento de tal regla, ni se 

ponderaron los alcances que aquella podría tener en la multiplicidad de 

circunstancias en que puede ser aplicada, dada su amplitud;  

11°. Que, sin embargo, si se tiene en cuenta lo aseverado en el Mensaje, a 

propósito del cumplimiento de la sentencia y ejecución de los títulos ejecutivos 

laborales, la justificación de la improcedencia de apelación diría relación con la 

finalidad que se buscó con la modificación de dicha materia, que no es otra que la 

búsqueda de agilizar el proceso de ejecución, a fin de que la obligación respectiva se 

haga efectiva en el más breve plazo.  

Se señaló en el Mensaje, aludiendo al cumplimiento de la sentencia y ejecución 

de los títulos ejecutivos laborales, que “En el proyecto se establece una enumeración 

no taxativa de los títulos ejecutivos laborales. Se plantea también una normativa 

especial referente al cumplimiento del fallo y la ejecución de otros títulos ejecutivos 

laborales que busca dar agilidad al proceso de ejecución, a fin de que la obligación 

reconocida en una sentencia o estipulada en un título se haga efectiva en el más breve 

plazo” (Historia de la Ley N° 20.087, p. 11). 

La doctrina, en el mismo sentido, ha identificado que aquel es el fundamento 

del precepto. Así, ha señalado que “la reforma al procedimiento laboral en Chile ha 

tenido como uno de sus objetivos principales abreviar los tiempos de duración de los 

juicios logrando que la decisión se obtenga en un muy breve tiempo (tres meses en 

promedio)”. Siendo uno de los medios empleados, para tal objetivo, “La limitación 

de los medios de impugnación durante la ejecución.” (DIAZ URTUBIA, Paola (2013). 

La ejecución de las sentencias laborales: bases para una discusión. En Estudios 

Laborales de Sociedad Chilena del Derecho del Trabajo. Volumen 8, Página 111); 

12°. Que, por consiguiente, la razón que tuvo en vista el legislador para 

reemplazar el procedimiento laboral, mediante la Ley N°20.087 – en la que se 

incorpora el precepto reprochado – es contribuir a la celeridad que aquel debe tener, 
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a fin de que los créditos se satisfagan prontamente. La norma impugnada, entonces, 

responde a tal finalidad.  

Si bien dicha finalidad aparece como loable, no necesariamente resulta 

compatible con las exigencias de racionalidad y justicia que emanan de la garantía 

N°3, inciso 6°, del artículo 19 constitucional. En este caso, como se verá, la pretensión 

de celeridad que fundamenta la regla impugnada –que hace improcedente el recurso 

de apelación - coarta aquel derecho, a juicio de estos disidentes;  

13°. Que, lo referido ocurre, dado que la aplicación del precepto impide a la 

requirente recurrir de la resolución que rechaza el incidente de nulidad de todo lo 

obrado en contra de la resolución judicial por la cual el Juzgado de Cobranza Laboral 

lo notificó del procedimiento ejecutivo laboral, liquidación de crédito y requerimiento 

de pago, en relación con la condena en contra del requirente, pese a que éste no fue 

parte del juicio en el que se dictó la sentencia laboral; causándole así un gravamen o 

perjuicio, privándole el precepto la posibilidad al requirente que aquella cuestión sea 

revisada por otro Tribunal, cuestión que lesiona, en esta oportunidad, el derecho a un 

procedimiento racional y justo, en cuanto le priva de un mecanismo eficaz de revisión 

de dicha resolución. En base al precepto impugnado, el requirente tendría que 

conformarse con lo resuelto por el Tribunal laboral, sin la posibilidad de someter 

dicha a la revisión de otro tribunal, deviniendo la resolución primigenia, en 

inamovible; 

14°.  Que, en este caso, la exclusión del recurso de apelación, bajo la sola idea 

de dotar al procedimiento de mayor celeridad, no resulta conciliable con las 

exigencias de racionalidad y justicia que el artículo 19, N°3, inciso 6°, le impone al 

legislador, en la configuración de los procedimientos. Lo anterior, pues la falta de 

medios de impugnación no se subsana con una fase previa ni con la jerarquía, 

composición, integración o inmediación del tribunal que conoce del asunto, como lo 

ha admitido, excepcionalmente, nuestra jurisprudencia para validar que se puedan 

adoptar decisiones en única instancia;  

15°. Que, en mérito de todo lo anterior, estos Ministros estuvieron por acoger 

la acción de inaplicabilidad interpuesta en estos autos constitucionales. 

 

Redactó la sentencia la Ministra señora NANCY YÁÑEZ FUENZALIDA 

(Presidenta) y la disidencia el Ministro señor CRISTIÁN LETELIER AGUILAR.  

 

Comuníquese, notifíquese, regístrese y archívese. 

Rol N° 13.943-23-INA 
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Pronunciada por el Excmo. Tribunal Constitucional, integrada por su Presidenta,
Ministra señora Nancy Adriana Yáñez Fuenzalida, y por sus Ministros  señor
Cristian Omar Letelier Aguilar,  señor Nelson Roberto Pozo Silva,  señor José
Ignacio Vásquez Márquez,  señora María Pía Silva Gallinato,  señor Miguel Ángel
Fernández González,  señor Rodrigo Patricio Pica Flores y  señora Daniela Beatriz
Marzi Muñoz.

Autoriza la Secretaria del Tribunal Constitucional, señora María Angélica Barriga
Meza.

CB7ADFE7-CDDF-4216-BDC3-3150F5A08A34

Este documento incorpora una firma electrónica avanzada. Su
validez puede ser consultada en www.tribunalconstitucional.cl con el
código de verificación indicado bajo el código de barras.
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